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Resumen. El siguiente artículo indaga en la relación territorial que tuvieron los dos grupos armados 
más importantes de la región andina en el pasado siglo XX: las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia - Ejército del Pueblo (FARC-EP) y Partido Comunista del Perú - Sendero Luminoso (PCP-
SL). Partiendo de un marco teórico que vincula el origen y subsistencia de los grupos insurgentes a 
condiciones de inaccesibilidad y de disposición de recursos, se analiza desde una perspectiva compa-
rada, la secuencia espacio-temporal de la aparición, desarrollo y auge y debilitamiento de cada uno de 
estos dos grupos con una lógica periferia-centro-periferia. Esto es, un surgimiento en dos contextos 
periféricos como son Marquetalia y Ayacucho, una búsqueda de la centralidad, producto de una acu-
mulación de fuerzas notable, y tras la respuesta beligerante del Estado en último término, unido a 
otros factores, un retorno a la condición periférica.  
Palabras clave: centro-periferia; territorio; FARC-EP; lucha armada; Sendero Luminoso. 

[en] A Territorial View of the Armed Struggle: The FARC-EP and the  
Shining Path 
 
Abstract. The following article explores the territorial relationship between the two most important 
armed groups in the Andean region in the last century: The Revolutionary Armed Forces of Colombia 
- People's Army (FARC-EP) and the Communist Party of Peru - Shining Path (PCP-SL). Starting 
from a theoretical framework that links the emergence and subsistence of the insurgent groups to 
conditions of inaccessibility and resource disposition, the article carries out a comparative analysis of 
the spatial-temporal sequence “emergence, development, climax and decline” developed by the insur-
gent groups.  The article argues that such trajectories unfold according to a logic periphery-centre-
periphery. Having emerged in two peripheral contexts such as Marquetalia and Ayacucho, the insur-
gent groups stand out for their search for centrality as a result of a remarkable accumulation of forces 
which, followed by a belligerent State response and the impact of other factors, urges the return to the 
peripheral condition. 
Keywords: centre-periphery; territory; FARC-EP; armed struggle; Shining Path. 
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[pt] Um olhar territorial da luta armada: as FARC-EP e o Sendero Luminoso 
 
Resumo. O artigo a seguir explora a relação territorial entre os dois grupos armados mais importantes 
da região andina no século XX: as Forças Armadas Revolucionárias da Colômbia - Exército Popular 
(FARC-EP) e Partido Comunista do Peru - Sendero Luminoso (PCP-SL). Com base em uma revisão 
teórica que vincula o surgimento e subsistência dos grupos insurgentes a condições de inacessibilida-
de e disposição de recursos, uma seqüência espaço-temporal do aparecimento, desenvolvimento e 
explosão e enfraquecimento de cada um deles é analisada a partir de uma perspetiva comparativa. Isto 
é, uma emergência em dois contextos periféricos, como Marquetalia e Ayacucho, uma busca de cen-
tralidade, produto de uma notável acumulação de forças, e após a resposta beligerante do Estado em 
último recurso, juntamente com outros fatores, um retorno à condição periférica. 
Palavras-chave: centro-periferia; território; FARC-EP; luta armada; Sendero Luminoso. 

Sumario. Introducción. 1. Marco teórico y estado del arte. 2. Metodología. 3. Origen: fundamentos 
ideológicos e impronta periférica. 4. Desarrollo de la lucha armada: la búsqueda de la centralidad. 5. 
Decadencia y retorno a la periferia. Conclusiones. Referencias. 

Cómo citar: Ríos Sierra, J. (2020). Una mirada territorial de la lucha armada: las FARC-EP y Sende-
ro Luminoso. Geopolítica(s). Revista de estudios sobre espacio y poder, 11(1), 119-143. 

Introducción 

El siguiente trabajo tiene como propósito reflexionar sobre las dinámicas territoria-
les de la violencia desarrolladas por las dos guerrillas3 sudamericanas más influ-
yentes de la segunda mitad del siglo XX en el continente sudamericano: el Partido 
Comunista del Perú-Sendero Luminoso (PCP-SL)4 y las Fuerzas Armadas Revolu-
cionarias de Colombia – Ejército del Pueblo (FARC-EP)5. La selección de estos 
dos grupos armados no resulta casual. De un lado, son dos actores armados de im-
pronta rural que surgen en escenarios recónditos, olvidados por la historia, tal y 
como sucede con Ayacucho en Perú o con la extinta “república independiente” de 
Marquetalia6 en Colombia7. A tal efecto, ponen en valor categorías subalternas, 
invisibilizadas, como el campesino en el caso de Colombia (Pécaut, 2006) y el 
campesino e indio en el caso de Perú8 (Degregori, 2011).  
_____________ 
 
3  El término guerrilla, dentro de los elementos que la definen (Rey, 2008), podría ser un tanto problemática para 

el caso de Sendero Luminoso, pues en muchas ocasiones se asemejó más a un grupo terrorista que a una gue-
rrilla stricto sensu. 

4  Tal y como se verá con posterioridad, las siglas PCP-SL aparecen en 1970. Desde 1964 el PCP va experimen-
tando varias escisiones, algunas de ellas son Bandera Roja (1964), Unidad (1964), PCP-ML (1968), Patria Ro-
ja (1969) o PCP-SL (1970) (Letts, 1981). 

5  El término Ejército del Pueblo (EP) sería incorporado a las siglas FARC a partir de 1982, resultado de los 
compromisos adquiridos en su VII Conferencia Guerrillera. 

6  En la actualidad, Marquetalia se ubicaría en el municipio de Planadas, al sur del departamento de Tolima. 
7  El término “república independiente” surge a mediados del siglo XX en Colombia para hacer referencia a 

pequeños enclaves de disputa de impronta rural e influencia comunista que desafían la autoridad del Estado 
(Pizarro, 2011). 

8  Sea como fuere, Sendero Luminoso fue algo más que complejo que simples campesinos, mayormente que-
chua-hablantes, levantados en armas. Tal y como han propuesto Portocarrero y Oliart (1989) o Degregori 
(1990), el maoísmo del PCP-Bandera Roja —y después PCP-Patria Roja—, que tuvo sus orígenes en franjas 
provincianas y universitarias del viejo PCP, con marcada presencia de maestros y estudiantes de universidades 
públicas, y con una relativa influencia en el campesinado que irá menguando con los años, tiene un claro lide-
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Asimismo, ambos grupos se desarrollan a lo largo de la década de los sesenta y 
entre los ochenta (PCP-SL) y los noventa (FARC-EP) llegaron a superar los 10.000 
efectivos y otros tantos milicianos, de manera tal que pudieron abandonar sus orí-
genes periféricos para buscar un espacio de centralidad en el que la lucha armada 
sirviese de fuerza motriz para la consecución del poder político y la derrota del 
Estado. De hecho, gracias a una innegable capacidad de lucha y movilización de 
recursos —provenientes de secuestro, extorsión y negocio cocalero— en algún 
momento llegaron a poner en jaque a la institucionalidad peruana y colombiana. 
Sin embargo, dicha búsqueda de la centralidad en ambos casos fracasa.  

Además, FARC-EP y PCP-SL son marcadamente diferentes en relación a otros 
grupos urbanos como Montoneros, Tupamaros o el Movimiento de Izquierda Re-
volucionaria, que operaron en el Cono Sur. Igualmente, su capacidad de disputa 
frente al Estado es la más notoria, respecto de grupos secundarios de Colombia, 
como el Ejército de Liberación Nacional (ELN) o el Movimiento 19 de Abril (M-
19), y de Perú, como el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA). Su 
persistencia en el tiempo es la única que trasciende notablemente, junto al ELN, al 
fin de la Guerra Fría. Además, FARC-EP y PCP-SL se desarrollan en escenarios de 
disputa particularmente amplios y diferenciados, lo que no sucede en los casos de 
las insurgencias, por ejemplo, centroamericanas, del Frente Sandinista de Libera-
ción Nacional (Nicaragua), Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional 
(El Salvador) y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (Guatemala). 

Si bien existen acontecimientos —como el atentado de Sendero Luminoso en la 
limeña calle Tarata (16 de julio de 1992), en el barrio de Miraflores, o el atentado 
en el club El Nogal de Bogotá (7 de febrero de 2003)— que dan cuenta del nivel de 
presencia de estos grupos en las capitales de Perú y Colombia, igualmente, en am-
bos casos la estrategia urbana termina fracasando en sus planteamientos. Es decir, 
la inicial y exitosa campaña periférica, de marcada impronta rural, se torna en de-
rrota cuando se aspira a la centralidad, en buena medida, por factores compartidos 
en uno y otro caso. Así, la falta de legitimidad, la aparición de grupos paramilita-
res, las desventajas competitivas y la correlación de fuerzas en favor del Estado, 
gracias a una mayor beligerancia por parte de la Fuerza Pública —tal como sucede 
bajo las presidencias de Alberto Fujimori (1990-2000) o Álvaro Uribe (2002-
2010)— desembocan, en su conjunto, trastocando la inicial aspiración insurgente.  

Finalmente, en uno y otro caso, aunque con suerte dispar, hay un retorno a la 
condición periférica. Se produce un abandono de la guerra de movimientos y de 
retorno hacia la guerra de guerrillas, siempre, bajo una paulatina desideologización 
y una lógica de supervivencia que nada tiene que ver con los tiempos pasados de 
estos dos grupos armados, en donde, finalmente, el negocio cocalero acaba siendo 
la base fundamental que sostiene la lucha armada. 

Dicho esto, la pregunta de investigación de partida para este trabajo sería: ¿cuá-
les fueron las dinámicas territoriales de la lucha armada protagonizadas por el PCP-
SL y las FARC-EP? La afirmación de inicio no es otra que la de presumir que uno 
y otro grupo experimentaron —aunque con diferencias sustanciales sobre algunas 
cuestiones que serán abordadas igualmente en estas páginas— procesos de lucha 
_____________ 
 

razgo entre los sindicatos magisteriales. Tales intelectuales provincianos andina y mestiza, de hecho, pondrán 
en discusión la cuestión del indio, en su momento, planteada por Mariátegui. 
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armada parecidos. Es decir, parten de un origen periférico y evolucionan de manera 
similar en la acumulación de fuerzas, con vistas a la centralidad, para, tras la res-
puesta del Estado, volver a ocupar los escenarios periféricos de partida, aunque 
bajo condiciones de mayor complejidad y debilidad. 

El trabajo se organiza en torno a cuatro partes claramente identificadas. Inicial-
mente, se presentan los debates teóricos que se centran en estudiar las relaciones de 
la insurgencia con el territorio, de manera que conceptos como inaccesibilidad 
(inaccessibility) o recursos saqueables9 (lootable resources) y fuentes de financia-
ción ilícita emergen con fuerza en la literatura sobre el estudio de insurgencias y 
conflictos armados en los últimos años.  

Asimismo, se revisa parte de la literatura especializada sobre la relación entre 
territorio y violencia para los casos de los grupos armados de Colombia y Perú. Al 
respecto, se aprecia una ausencia en los trabajos académicos comparativos, de im-
pronta cualitativa, en el estudio de las insurgencias, especialmente, en el campo de 
la Ciencia Política y de la Historia. Es decir, el objeto de estudio en sí es claramen-
te prolífico y con muy notables aportaciones, se encuentra dominado por enfoques 
cuantitativos y generalistas, o en su defecto, por estudios de caso que rara vez 
abordan miradas compartidas con enfoques cualitativos y mayor nivel de detalle. 
En estas páginas se reivindica el valor agregado que, en las perspectivas compara-
das sobre grupos insurgentes, y en especial, sobre formas y prácticas de la “lucha 
armada10”, puede ofrecer la Geografía Política. Por ello, el análisis termina gravi-
tando en torno a una compresión comparada de la particular relación territorial con 
la disputa que, frente al Estado, protagonizan las FARC-EP y el PCP-SL. 

En tercer lugar, se procede con el análisis. Un análisis, mayormente descriptivo, 
que divide su estructura en tres momentos. Primero, se centra el origen de los dos 
grupos armados y en cómo la impronta periférica justifica su aparición y modula su 
inicial manera de emerger en el escenario de la violencia política de Colombia y 
Perú. Después, se atiende el proceso de evolución y, con ello, la capacidad de re-
clutamiento, la construcción de comunidades de legitimación y la consolidación de 
un conjunto de fuentes de financiación que fortalecen tanto a las FARC-EP como 
al PCP-SL. De hecho, sobre la base de lo anterior es que ambos grupos llegan a 
vislumbrar como posible una victoria frente el Estado que pasa por trascender hacia 
una guerra de posiciones y de movimientos que permita abrazar la centralidad y la 
derrota del enemigo estatal11. Por último, el descrédito de los fundamentos de la 
lucha armada, la afectación que ésta tiene sobre la población civil, unido a reaccio-
nes gubernamentales de impronta beligerante, y a las que se suman fuerzas parale-
las, como grupos paramilitares, convergen como una realidad que no solo imposi-
bilita cualquier atisbo victorioso de la lucha insurgente, sino que obliga a los 
grupos armados a retornar nuevamente a espacios periféricos, desprovistos de 
cualquier aspiración de éxito.  

_____________ 
 
9  La noción de recurso saqueable, en todo caso, ha de aceptarse como problemática con respecto a la financia-

ción de otras insurgencias (petróleo, gas, minería ilegal). Sin embargo, su definición podría extrapolarse a la 
particularidad de los escenarios colombiano y peruano que, junto a Bolivia, concentran el espacio cocalero a 
nivel mundial. 

10  Entiéndase por “lucha armada” la forma de disputa entre estos grupos insurgentes y el Estado. 
11  Al respecto, aparece siempre la mirada funcionalista que sobre la guerra de guerrillas plantea el Che Guevara 

(1960). 
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Las conclusiones buscan servir de corolario a los argumentos e hipótesis que se 
presentan en las siguientes páginas e, igualmente, invitan a considerar nuevas lí-
neas de investigación en donde las miradas territoriales hacia la lucha armada, su 
evolución y lógica se entiendan como un importante caldo de cultivo desde el que 
seguir investigando, con rigor científico, un objeto de estudio tan prolífico y con 
tantas posibilidades, como es el de las insurgencias en América Latina. 

1. Marco teórico y estado del arte 

Los estudios sobre las guerrillas en América Latina ni mucho menos son nuevos. 
Existen miradas que se han centrado en explicar el fenómeno atendiendo a las ra-
zones de su surgimiento en términos de estructura socioeconómico o de acuerdo 
con las ventanas de oportunidad política que motivaron su aparición (Gott, 1971; 
Linz, 1986; Muller y Seligson, 1987; Muller, Seligson, Der Fu y Midlarsky, 1989; 
Wickham-Crowley, 1991; Bollen y Jackman, 1995; Ríos y Azcona, 2019; Krujit, 
Rey y Martín Álvarez, 2020). Asimismo, hay miradas de carácter subregional, con 
relación al caso centroamericano (Harto, 1991; Rouquie, 1994; Martí y Figueroa, 
2006) o en el nivel andino, sobre todo, con respecto a los casos de Colombia (Sán-
chez [G.], 2009 [1987]; Pécaut, 2006; Pizarro, 2011) y Perú (Gorriti, 1999; Degre-
gori, 2011, La Serna, 2012). Del mismo modo, existen apreciaciones en relación 
con el Cono Sur, en donde surgen movimientos que, pese a sus diferencias, discu-
rren con relativas semejanzas, tal y como acontece con los Montoneros en Argenti-
na, los Tupamaros en Uruguay o el Movimiento de Izquierda Revolucionaria en 
Chile (Ríos y Azcona, 2019). Como es de esperar, abundan los estudios de caso 
centrados en la comprensión holística que describe y explica la razón de ser del 
sinnúmero de grupos guerrilleros que han tenido lugar en América Latina desde 
1959, a la vez que predominan miradas generalistas, de muy útil aportación, que se 
aproximan al fenómeno desde una perspectiva mayormente cuantitativa (Pinta, 
2015). 

De esta manera, en casi todos los ejercicios comparados, la razón analítica últi-
ma viene a “reducir” su aportación a correlaciones y regresiones estadísticas que 
observan, desde el paradigma positivista, con enfoques estrictamente numéricos, 
centrados en la intensidad de la lucha armada, su evolución en el tiempo y la ins-
cripción de ésta en contextos históricos mayormente generalizables. Sensu contra-
rio, del mismo modo, en los innumerables trabajos pormenorizados de las insur-
gencias latinoamericanas solo unos pocos, de manera muy destacada, se han 
preocupado en comparar las experiencias colombianas y peruanas, tal y como es el 
caso de González y Maldonado (2017), observando la participación de las mujeres 
en el PCP-SL y las FARC-EP, o antes Maucerí (2001), preocupado por el papel de 
las elites y la política contrainsurgente. 

Recientemente se han presentado trabajos bajo intentos de comparación que po-
drían inspirar el trabajo actual, si bien estos se realizan atendiendo otros casos que 
escapan del objeto de estudio andino. Así sucede con el trabajo de Rey y Martín 
Álvarez (2016), sobre la inserción en el sistema político de las experiencias guerri-
lleras de Uruguay y El Salvador; o con Azcona y Re (2015) y su trabajo sobre 
ETA, Brigadas Rojas, Tupamaros y Montoneros.  
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Mirando a otros escenarios, cabe mencionar la aportación de Gutaj y Al (2017), 
comparando el PKK turco con el Ejército de Liberación Kosovar. Igualmente, des-
taca el proceso comparado de desarme en Mindanao y Myanmar que proponen 
South y Joll (2016), o sobre el movimiento de emancipación de Níger Delta y Boko 
Haram que presentan Aghedo y Osumah (2015). También cabría reconocer la mi-
rada amplia que sobre el rol de las mujeres en las guerrillas desarrolla el trabajo de 
González-Pérez (2006). 

Dicho esto, y tal y como se señalaba con anterioridad, se plantea que el recurso 
de la territorialidad y la mirada que ofrece la Geografía Política permite herramien-
tas analíticas adecuadas para el ejercicio interpretativo y de comparación del fenó-
meno guerrillero latinoamericano. Para autores como Saleyhan, (2009), Linke, 
Witmer y O’Loughlin, (2012), O’Loughlin (2012), Basedau y Pierskalla (2013) o 
Linke y O’Loughlin (2015), el espacio, y concretamente, la concurrencia de parti-
culares características de inaccesibilidad tras la que acontecen multitud de expe-
riencias insurgentes, termina siendo la razón explicativa predominante a la hora de 
entender qué factores reposan tras el surgimiento de grupos armados y qué evolu-
ción, longevidad o desaparición.  

En los últimos años, según Ríos (2017b), la Geografía Política se ha erigido 
como un campo prolífico para el estudio de la violencia en su relación causal con 
diferentes tipos de población (Raleigh y Hegre, 2009), de acuerdo a ciertas condi-
ciones de pobreza (Hegre, Ostby y Raleigh, 2011), atendiendo a dimensiones fron-
terizas (Buhaug y Rød, 2006), con base en la proximidad de recursos como gas y 
petróleo (Basedau y Pierskalla, 2013) o en atención a la relación entre violencia y 
la pluralidad étnica de una comunidad (McDoom, 2014). De esta forma, en todos 
ellos, siempre el espacio aparece como telón de fondo explicativo con respecto al 
binomio violencia/territorio. Algo que, igualmente, proponen Horowitz (1985), 
Bracanti (2006), Schutte (2015) o Forø y Buhaug (2015), cuando afirman que es-
cenarios geográficamente periféricos, de difícil accesibilidad y de mayor distancia 
con respecto de los centros económicos y políticos del país, operan como factor 
clave para comprender ciertas dinámicas de conflicto intraestatal. 

Lo recién expuesto, innegablemente enlaza con la particular visión que presenta 
Mary Kaldor (1999), en relación con lo que denomina como “nuevas guerras”, y 
que ha tenido mayor desarrollo, en el marco del análisis de los conflictos internos, 
a partir de los trabajos de autores como Collier y Hoeffler (2004), Kalyvas (2006), 
Snyder (2006) o Bates (2008), según los cuales los conflictos internos y, particu-
larmente, las insurgencias deben estudiarse en su relación con el territorio, aten-
diendo a las lógicas derivadas de la economía política de la guerra que producen 
recursos saqueables (lootable resources) y fuentes de financiación ilícita. 

En realidad, estas dos miradas, claramente complementarias, en el caso de las 
guerrillas latinoamericanas, y particularmente, en el caso de las FARC-EP y del 
PCP-SL, ayudan a entender su origen y su supervivencia en escenarios remotos. 
remotos. También, su incapacidad para consolidarse en escenarios urbanos, incluso 
cuando, con una mayor estructura y fortaleza militar, asumen la búsqueda de la 
centralidad operando en Lima, en Perú, y en el caso de Colombia, en las proximi-
dades a grandes ciudades como Bogotá, Medellín o Cali.  

Así, una secuencia periferia-centro-periferia se presenta, con sus matices y sal-
vedades, en la evolución de FARC-EP y PCP-SL, cuya supervivencia en los últi-
mos años responde tanto a la importancia de la condición periférica como de los 
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recursos saqueables y las fuentes de financiación ilícita. En la misma medida, otras 
cuestiones como la reacción de la población civil, el tipo de respuesta gubernamen-
tal o la dimensión simbólica de la violencia han de ser tenidas en consideración 
para entender de mejor manera el conflicto armado de Colombia y Perú. Una mira-
da que, por su perspectiva comparada, ofrece un valor agregado a la ingente litera-
tura existente que analiza espacio y violencia política, tanto en el caso colombiano 
(Echandía 2006; Salas, 2010, 2015; Ríos, 2016; Echandía y Cabrera 2018; Salas, 
Wolf y Camelo, 2018; Cairo et al., 2018) como en el de Perú (Kent, 1993; Kerna-
ghan, 2009; Degregori, 2011; Taylor, 2017). 

2. Metodología 

Metodológicamente, este trabajo compara dos estudios de caso relacionados desde 
la similitud, la mirada cualitativa, y sobre la base de fuentes secundarias. Lo cierto 
es que la perspectiva comparativa no se trata, per se, de una metodología sino, más 
bien, de un marco metodológico que permite técnicas o enfoques diferentes. Parti-
cularmente, las siguientes páginas responden a un estudio de casos al estilo más 
estrictamente weberiano, si bien con una impronta mayormente descriptiva. Lo 
anterior, en la medida en que se comparan casos de forma global con el propósito 
último de llegar a conclusiones y generalizaciones modestas sobre orígenes, evolu-
ción y resultados de la relación espacio-lucha armada de dos grupos de marcada 
impronta periférica como son las FARC-EP y el PCP-SL.  

La idea, por ende, es conducir al lector a generalizaciones sobre un proceso pa-
ralelo y similar entre estos dos actores que no busca sino alimentar un diálogo fruc-
tífero entre el investigador, el fenómeno y su evidencia (Caïs, 1997). Claro está, en 
el fondo existe una mirada manifiestamente interpretativa, de cierta naturaleza ló-
gica, en donde es posible encontrar tendencias de asociación entre parte de lo suce-
dido en contextos de violencia política y conflicto armado de Colombia y Perú. 
Dos ejemplos que son similares en lo que respecta a la evolución territorial de la 
violencia y la lucha armada, a saber, inicialmente periférica, desarrollada en térmi-
nos de centralidad y que, tras una derrota estratégica, nuevamente termina empla-
zada a una condición periférica.  

Así, la influencia marxista, la violencia estructural y las tensiones políticas de 
inicio, alimentan el surgimiento de la insurgencia. Una insurgencia que, aunque se 
erige desde la idea de inaccesibilidad, paulatinamente va incorporando recursos 
ideológicos, militares, económicos y políticos que invitan al paso de una guerra de 
guerrillas hacia una guerra de movimientos. Ello con vistas a consolidar una posi-
ción territorial y establecer las bases de una posible conquista del poder político 
por las armas. En ambas experiencias, esto se hace con resistencias no solo de la 
Fuerza Pública, sino también producto de la población civil. Aunque la centralidad 
termina por ser acariciada en algún momento, no obstante, de manera más retórica 
que real, concurre una idéntica situación de infravaloración al poder del Estado, 
creciente deslegitimación y un contexto político de alta beligerancia que terminan 
por truncar el sueño de la revolución social. Un sueño truncado que se traduce en 
derrota militar en el caso del PCP-SL —desnaturalizado a modo de grupúsculo 
venido a menos en las últimas dos décadas—, y en una derrota estratégica para las 
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FARC-EP que, entre otras cuestiones, permite entender el proceso de diálogo y 
posterior Acuerdo de Paz suscrito con el Gobierno Colombiano en 201612. 

3. Origen: fundamentos ideológicos e impronta periférica 

El origen de las FARC-EP y del PCP-SL presenta importantes similitudes al igual 
que particulares diferencias. Como se verá a continuación, dicho origen se inscribe, 
para ambos casos, en la década de los años sesenta en dos escenarios olvidados de 
la historia política colombiana y peruana como son, respectivamente, Marquetalia y 
Ayacucho. En los dos el contexto es de confrontación social y política y, ambos 
grupos tienen una marcada influencia del marxismo, más de base agraria y campe-
sina en el caso de las FARC-EP, y de impronta maoísta en el caso del PCP-SL. En 
estas dos experiencias aparece inicialmente la necesidad de empoderar una catego-
ría subalterna, denostada en el nivel central del Estado: el campesino y el indio en 
Perú —aunque no en exclusiva, habida cuenta de la importancia del colectivo de 
maestros y profesores, por ejemplo—, y el mismo campesino en Colombia. Igual-
mente, coinciden liderazgos personalistas que son clave, tal y como es el caso de 
“Manuel Marulanda” en la guerrilla colombiana y de Abimael Guzmán en la pe-
ruana, si bien el sentido colectivo siempre será mucho más fuerte en el caso del 
grupo colombiano13. El trabajo con bases de apoyo y la paulatina conformación del 
grupo se desarrolla en las dos experiencias, hasta 1980, aproximadamente. Las 
FARC-EP, operan más bien como una guerrilla a modo de grupo de autodefensa 
campesina (Pécaut, 2006), evitando el conflicto y la acción armada (Aguilera, 
2014). Mientras, en el PCP-SL, el proceso se desarrolla a través de la conformación 
y depuración de un grueso político, teórico e intelectual, no armado, entre 1969 y 
1980, y que alimenta lo que después será denominado la matriz del marxismo-
leninismo-maoísmo-pensamiento Gonzalo (Ríos, 2018). 

En cualquier caso, en cuanto a las diferencias, cabe destacar que mientras que 
las FARC-EP, en sus inicios, terminan siendo conformadas mayoritariamente por 
campesinos, en el PCP-SL hay una marcada impronta pedagógica, de maestros de 
escuela y profesores universitarios que sirven de “vanguardia” a unas bases igual-
mente campesinas y quechua-hablantes. 

Las FARC-EP aparecen en escena por primera vez en 1966, autodenominadas 
así y tomando como hito fundacional lo acontecido el 27 de mayo de 1964, cuando 
se produce una “Operación Marquetalia”, por medio de la cual, el Gobierno co-
lombiano buscaba sofocar una revuelta de campesinos levantados en armas que, en 
un espacio denominado por éste como “repúblicas independientes”, entendían que 
el Estado no les representaba. La reivindicación de Marquetalia resultaba extensi-
ble a otros escenarios como los de Tierralta, El Pato o Guayabero, todos próximos 
_____________ 
 
12  En términos de lógica de la lucha armada, cuando se refiere a derrota estratégica se hace referencia a la impo-

sibilidad de conseguir los objetivos del grupo armado inicialmente identificados y que motivaron la confron-
tación contra el Estado. Cuando se hace referencia a la derrota militar quiere decirse que el grupo armado ha 
quedado desarticulado y, a lo sumo, reducido a niveles mínimos de estructura y capacidad.  

13  En el caso del PCP-SL durante toda la década de los setenta, antes del inicio de la lucha armada, se va cons-
truyendo un culto personalista en torno a la figura de Abimael Guzmán (Roncagliolo, 2007). Todo lo contra-
rio, en las FARC-EP siempre predominó un liderazgo más colegiado. De hecho, a partir de la VI Conferencia 
Guerrillera se crea el Secretariado y el Estado Mayor Central como órganos directivos de la guerrilla. 
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entre sí, donde el marxismo había calado hasta el punto de que allí persistían los 
grupos de autodefensa campesina que se habían levantado contra el Gobierno a 
inicios de los años cincuenta —en el marco de una guerra civil partidista que dejó 
consigo 200.000 muertos (Bushnell, 2012)— y que había desatendido la línea ge-
neral de desmovilización que otros grupos, de cariz liberal, habían asumido tam-
bién a mediados de los cincuenta. 

De este modo es que se entiende la marcada impronta agraria y campesina que 
ideológicamente siempre ha acompañado a las FARC-EP. Una impronta cuya teo-
rización ha sido endeble —pues las FARC-EP nunca tuvieron grandes intelectuales 
en su seno—, pero que no es óbice para entender que ha sido en los enclaves rura-
les, campesinos y olvidados del sur y del suroccidente de Colombia, donde ha esta-
do presente, generalmente, su referente simbólico-territorial más significativo.  

Hay que recordar que el Estado colombiano en los años cincuenta y sesenta te-
nía como prioridad la conformación de sus bases estructurales e institucionales, de 
manera tal que sus esfuerzos estaban orientados a la construcción de carreteras e 
infraestructura y a erigir, aunque fuese incipientemente, un Estado social de míni-
mos. De este modo, la lucha contra grupos insurgentes presentes en enclaves remo-
tos, de ningún interés para el establishment colombiano, estaba lejos de ser un pro-
blema en la agenda de gobierno (Bushnell, 2012; Pécaut, 2006).  

Con apenas 350 combatientes en 1964 y menos del millar a finales de los 1970, 
estos años son de “crecimiento vegetativo” (Aguilera, 2010), de forma que el pro-
medio de tomas de municipios y acciones armadas apenas se reduce a un caso por 
año. Dicho de otra manera, las FARC-EP no eran ni en los 1960 ni en los 1970 una 
guerrilla que buscase la oposición frontal con el Estado en términos estrictos de 
lucha armada. Todo lo contrario, son años de organización y construcción de bases 
organizacionales y territoriales de funcionamiento, en torno a un líder, “Manuel 
Marulanda Vélez”, que toma decisiones en el marco de un órgano colegiado como, 
desde 1978, es el Secretariado, aunque supeditado al Partido Comunista al menos 
hasta el año 1982. Desde entonces, la lucha armada prevalece frente a una forma-
ción política organizada en torno al Partido Comunista Colombiano, primero, y el 
Movimiento Bolivariano, después. 

Ayacucho, como Marquetalia, en los años 1960 se trataba de un contexto tan 
olvidado como politizado, fruto del encono social y la confrontación con el Estado 
en un marco político restrictivo de derechos. El comunismo a Ayacucho, en buena 
medida, había llegado a través del comité regional del Partido Comunista Peruano, 
fundado en 1928, y cuyo nombre era el mismo que el de su fundador: José Carlos 
Mariátegui. Desde el año 1963, un filósofo y profesor universitario llamado Abi-
mael Guzmán Reinoso —el futuro “Camarada Gonzalo”— era uno de sus máximos 
exponentes. Un intelectual de marcada impronta maoísta que a partir de la ruptura 
sino-soviética de 1962, se integraría dos años después en el ala filo-china del PCP, 
denominada inicialmente como “Bandera Roja” y en oposición a la facción filo-
moscovita de “Unidad”, “colaboracionista”, entre otras cuestiones, con el golpe de 
Estado de 1968. 

Bajo este contexto, Ayacucho, tal y como han señalado buena parte de los traba-
jos de Degregori (2011; 2015), imbricaba un olvido y un ostracismo con base en 
una marcada ausencia de infraestructuras, a la par de una notable crisis latifundista, 
agravada por la concurrencia de terceros polos regionales de desarrollo. De hecho, 
dos de las provincias ayacuchanas como Cangallo y Víctor Fajardo estaban entre 
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las más pobres del país durante los años sesenta y setenta, y el departamento de 
Ayacucho, en general, se caracterizaba por ser una suma de explotación terrate-
niente, opresión servil y discriminación étnica. Elementos que para Sánchez [M.] 
(2015) darían suficiente cuenta de por qué la población campesina se convirtió en 
el terreno fértil para el surgimiento de discursos como los que abrazaría el PCP-SL. 
Algo apreciable si se atiende la razón por la cual Ayacucho, de acuerdo con todo lo 
anterior, se encontraba entre los tres registros de escolarización y analfabetismo 
más bajos de todo el país. Niveles que se mantendrían casi al 50% a inicios de la 
década de los 1980, duplicando el promedio nacional (Degregori, 2011). 

En definitiva, un alto nivel de politización del malestar, unido a una ingente vio-
lencia estructural encontraban un perfecto aglutinador en la universidad pública de 
la región: la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga (UNSCH). Esta 
universidad reabrió sus puertas en los cincuenta y fue un catalizador de ideas y 
reclamos progresistas. Rápidamente, pasó de 228 estudiantes matriculados en 1959 
a 7.209 en 1978 y fue estrechando vínculos con sectores populares como la Federa-
ción de Barrios de Ayacucho (Ríos y Sánchez, 2018). Este binomio estaría detrás 
de las luchas por la gratuidad de la enseñanza de 1969, y en ambos casos cabía 
apreciar una marcada influencia de la Facción Roja dirigida por Abimael Guzmán. 
Ésta era perteneciente a Bandera Roja, y desde 1965 conceptualizaba el carácter 
semifeudal y semicolonial de Perú, lo que a su juicio creaba las condiciones objeti-
vas que alimentaban la revolución y la necesidad de promover ésta a través de una 
guerra popular con tres elementos: partido, ejército y frente amplio. Tres valores 
que serían punta de lanza en el disenso que experimenta Bandera Roja desde me-
diados de 1969, y que deja consigo la aparición, ya sí, stricto sensu, del Partido 
Comunista del Perú-Sendero Luminoso, desde 1970 (Valenzuela, 2019). Una for-
mación política que durante toda la década de los 1970 se dedicaría a consolidar su 
estructura y organización, de forma que su primera acción armada no llegaría hasta 
mayo de 1980, coincidiendo con el retorno de la democracia a Perú. 

Es decir, es posible encontrar en el caso peruano un mismo componente perifé-
rico, de alta politización y confrontación social, de marcada presencia del marxis-
mo y también de escasa o, mejor dicho, nula confrontación armada. No obstante, y 
si bien existen muchas similitudes con lo expuesto anteriormente para las FARC-
EP, hay una diferencia sustancial con la mirada táctica que desarrollaba la guerra 
popular. Antes que nada, había que ahondar, según el PCP-SL, en las contradiccio-
nes que justificaban la revolución, teorizando y problematizando sobre ellas y, 
finalmente, politizando a las bases sociales de apoyo sobre la inevitabilidad de la 
lucha armada. Una cuestión ésta que haría que Sendero Luminoso invirtiese todos 
sus esfuerzos en aglutinar y formar militantes que ya, para 1980, estarían conven-
cidos del salto a la guerra popular y la derrota última del Estado a través de las 
puntas de lanza que ofrecía el campesinado quechua-hablante y los estudiantes de 
escuelas y universidades públicas. 
 
 
4. Desarrollo de la lucha armada: la búsqueda de la centralidad 
 
El inicio de la lucha armada en sentido estricto, en ambos casos, se puede ubicar en 
la década de 1980 y concretamente hacia 1982, si bien es producto y parte de dos 
orientaciones diferentes. En los dos casos se aprecia un proceso de acumulación de 
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fuerzas que implica mayor nivel de reclutamiento, mayor despliegue territorial y ya 
sí, una mayor capacidad de confrontación en el ejercicio de lucha armada. Asimis-
mo, escapando de sus áreas de influencia, tanto las FARC-EP como el PCP-SL 
van, poco a poco, dejando atrás la guerra de guerrillas inicial y acaban disponiendo 
de capacidad suficiente para ir desplazando de ciertos enclaves a la institucionali-
dad local para instaurar una suerte de hegemonía local paraestatal. Finalmente, en 
ambos casos, llegan a buscar la centralidad en su sentido más literal, esto es, vol-
cando los esfuerzos en una tarea envolvente, que tiene como último propósito ga-
nar protagonismo y visibilidad en la capital. De hecho, los mencionados atentados 
en la calle Tarata de Lima y en el club El Nogal de Bogotá son dos acontecimientos 
que visibilizan una presencia capitalina que, en todo caso, habrá que relativizar. 

En el caso de las FARC-EP, un momento clave es el período que transcurre en-
tre 1982 y 1993, pues entre esos años tienen lugar la VII y la VIII Conferencia 
Guerrillera de esta guerrilla, marcando un cambio en el devenir de la lucha armada 
y muy especialmente, en la impronta territorial de la misma. En el transcurso de 
esta década es cuando se diseña el proceso de acumulación de fuerzas, la intensifi-
cación del reclutamiento, el desdoblamiento de frentes y la necesidad de trascender 
de la guerra de guerrillas y orientar la lucha armada hacia una guerra de movimien-
tos. Al respecto, el incremento de los instrumentos de extorsión y de secuestro, 
pero también el auge del narcotráfico en Colombia, van a tener mucho que ver en 
cuanto a este proceso expansivo. 

Para entender lo anterior no se pueden obviar diferentes elementos de análisis. 
En primer lugar, hay que tener en cuenta el proceso de convergencia fallido que 
suponen la Coordinadora Nacional Guerrillera (1985) y la Coordinadora Guerrille-
ra Simón Bolívar (1987) tras el intento de Acuerdo de Paz en 1984 por parte de la 
presidencia de Belisario Betancur con las FARC-EP y el M-19. Lo anterior, en 
tanto que la profunda heterogeneidad de interpretaciones de la violencia y su su-
peración imposibilita cualquier atisbo de convergencia, incluso, tras el proceso 
desmovilizador de 1990, que mantendrá al ELN y las FARC-EP como únicos gru-
pos insurgentes en activo. 

De otro lado, hay que tener en consideración que entre mediados de los 1980 y 
mediados de los 1990, las FARC-EP llegan a disponer de más de treinta frentes de 
guerra, incluso, como señala Aguilera (2014), llegando al medio centenar de es-
tructuras, con casi 6.000 efectivos en sus filas. Ello hace que la lucha armada que 
abanderan las FARC-EP se disemine por buena parte de la geografía del país, con 
especial predilección por la cordillera oriental de los Andes y los alrededores de las 
ciudades de Bogotá, Medellín y Cali. Igual va a suceder con las zonas fronterizas 
con Venezuela y Ecuador, y los corredores estratégicos de gran valor para el tráfico 
de armas y droga. Chocó, con acceso al Pacífico, queda libre de paramilitares —a 
diferencia de la región de Urabá—, y copado por estructuras herederas del inicial 
Frente 5 de las FARC-EP. Caquetá y Huila se consolidan como bastiones nuclea-
res, unidos a Cauca y Nariño, para controlar todo el resto de litoral Pacífico y la 
frontera con Ecuador, respectivamente. Asimismo, el corredor colombo-
venezolano pasa a ser controlado por unas FARC-EP que fortalecen su presencia 
en los departamentos de La Guajira, Cesar, Norte de Santander, Arauca, Vichada y 
Guainía (Pécaut, 2008). 

Lo expuesto, además, se entiende por otras razones. En primer lugar, por la su-
peración del debate interno sobre cuál debía ser la posición de las FARC-EP en 
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relación con el cultivo cocalero e incluso con el procesamiento y distribución de la 
droga, sobre todo, una vez desmantelados los cárteles, primero de Medellín (1993) 
y después de Cali (1996). Y es que la muerte del “ideólogo” de las FARC, “Jacobo 
Arenas”, escéptico con respecto a cualquier proximidad al negocio cocalero, coin-
cide con el auge de la figura beligerante del “Mono Jojoy” y el fortalecimiento de 
los conocidos como “frentes ricos”, ubicados en los escenarios cocaleros en donde 
reposaban los bloques Oriental y Sur de las FARC-EP.  

Dos estructuras cada vez más próximas a un negocio de la droga que les nutría 
de recursos económicos y que permitieron una mayor capacidad operativa, traduci-
da en las primeras derrotas militares de la Fuerza Pública a manos de las FARC-
EP. Algo que sucedería en la segunda mitad de los 1990, en escenarios como Pue-
rres, Las Delicias o Vistahermosa (Echandía, 1999). Lo anterior conduce a que tras 
cuatro años de descrédito gubernamental de la presidencia de Ernesto Samper 
(1994-1998), fruto de la filtración de cinco millones de dólares en su campaña elec-
toral provenientes del cártel de Cali, las FARC-EP alcancen unas cifras que en 
Colombia no tenían precedente hasta ese momento: 356 acciones armadas en 186 
municipios con más de 10.000 efectivos (ODHDIH, s.f.). 
 

Figura 1. Frentes de las FARC-EP creados entre 1960 y 1996 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Fuente: Pécaut (2008, p.31). 
 

Si a lo mencionado se suman miles de alzados en armas pertenecientes a grupos 
paramilitares e integrantes del ELN, es que se entienden las continuas menciones a 
Colombia como arquetipo de la noción de Estado fallido (failure state) en América 
Latina hacia finales de los noventa (Rotberg, 2004). De hecho, así es que se entien-
de la necesidad que vislumbró Andrés Pastrana, como nuevo presidente de Colom-
bia en 1998, de abrir un espacio de diálogo que, cuando menos, pusiese fin al con-
flicto que el Estado colombiano mantenía con las FARC-EP. Sin embargo, dicho 
proceso, conocido como el Caguán, no fue sino un intento frustrado más de nego-
ciación que transcurrió, a lo largo de 1.139 días, entre enero de 1999 y febrero de 
2002, sin éxito alguno. 

Durante ese tiempo, el gobierno pasó del 3.8 al 4.4% del gasto público en segu-
ridad y defensa, impulsó un plan de modernización de la Fuerza Pública y suscribió 
el Plan Colombia con Estados Unidos (Ríos, 2017a). Asimismo, el número de ope-
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rativos del Ejército contra esta guerrilla se incrementó notablemente mientras for-
malmente existía el diálogo de paz, pasando de 201 acciones en 1998 a 244 en 
1999, 352 en el año 2000 y 660 en 2001 (ODHDIH, s.f.). 

A la vez, las FARC-EP seguían desdoblando frentes, superando los 80 frentes 
de guerra y los 18.000 efectivos, lo que supondría el cénit de su capacidad de com-
bate, de manera tal que si en 1999 se contabilizaban 343 acciones armadas en 194 
municipios, en 2002 llegaban a las 1.042 acciones en 346 municipios (ODHDIH, 
s.f.). Esto, gracias en buena parte a los más de 1.000 millones de ingresos anuales 
procedentes de droga, extorsión y secuestro (Aguilera, 2014; Bejarano y Pizarro, 
2003). Así, con una agenda impracticable de 12 temas de negociación y 48 subte-
mas se ponía fin al proceso de diálogo en febrero de 2002. 

El resultado iba a ser un escalamiento del conflicto armado sin precedentes, en 
el que las FARC-EP iban a poner en marcha un plan de asfixia sobre las grandes 
ciudades del país, y muy especialmente a Bogotá, desde la primavera de 2002. De 
esta manera, el punto máximo de visibilidad de esta apuesta por la centralidad sería 
el atentado que sufriría el exclusivo Club El Nogal de Bogotá, ubicado en la carrera 
séptima con la calle setenta y ocho, en donde morirían, el 7 de febrero de 2003, un 
total de 36 personas, y a las que se sumarían otras 200 heridas. A la vez, las FARC-
EP buscarán, igualmente, consolidar su presencia territorial en ciudades nucleares 
del país como Medellín o Cali y encontrarán, sobre todo en el paramilitarismo, su 
principal enemigo armado (Duncan, 2006; Ríos, 2017b). 

En el caso del PCP-SL, el proceso de conquista de la centralidad resulta mucho 
más rápido e intenso que en el caso de las FARC-EP, tal vez, primero, por lo foca-
lizado del punto de aparición inicial, circunscrito casi en exclusiva a Ayacucho y, 
por ende, no disperso territorialmente, y, segundo, por el eficaz trabajo de acumu-
lación de bases que, entre finales de los 1960 y toda la década de los 1970, había 
llevado a cabo el partido14. Solo, tras lo anterior, se llegaba al 17 de mayo de 1980, 
cuando en el poblado de Chuschi, en la sierra ayacuchana, el día en el que Perú 
retornaba a la democracia tras doce años de dictadura militar, unos jóvenes irrum-
pieron en la gobernación distrital para maniatar al encargado de la vigilancia y 
quemar y destruir todo el material electoral (ánforas y padrón) en plena plaza pú-
blica, mientras lanzaban arengas con el inicio de la lucha armada. 

Una importante diferencia, nada baladí, entre el inicio de la ofensiva contra el 
Estado entre las FARC-EP y el PCP-SL reposa en que en el primero de los casos, 
la confrontación era producto de un escenario de violencia política que se remonta-
ba, incluso, a la segunda mitad de los años 1940. Por su parte, en lo que respectaba 
a Sendero Luminoso, lo cierto es que había un total desconocimiento de parte del 
Estado de qué era y qué buscaba ese grupúsculo, inicialmente infravalorado, y que 
en no mucho tiempo iba a ser la mayor amenaza experimentada contra la institu-
cionalidad democrática peruana (Ríos, 2019). 

En buena medida, lo anterior se entiende en tanto y en cuanto mientras las 
FARC-EP asumían un modelo de guerrilla guevarista, el PCP-SL “se fundía en la 
masa”, al más puro estilo de la guerra popular prolongada encabezada por Mao 
Tse-Tung, siempre con el propósito de hacer valer la máxima de tener “ojos y oí-
_____________ 
 
14  En el caso del PCP-SL, a diferencia de las FARC-EP, lo que prima es el partido, de manera que la acción 

armada siempre está supeditada a la acción y estructura política, cosa diametralmente a lo que sucede en las 
FARC-EP a partir de 1982. 
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dos en todas partes”. De una manera mucho más clara y notoria, para Sendero Lu-
minoso la toma del poder, si de emular la experiencia china se trataba, pasaba ne-
cesariamente por ir del campo a la ciudad, de manera que el mejor modo pasaba 
por consolidar su presencia en la periferia limeña —si bien, siempre sin perder 
nunca de vista el sentido de la realidad peruana—. 

Entre 1980 y 1982, el PCP-SL se expande por toda la provincia de Ayacucho, y 
fundamentalmente sobre Cangallo o Víctor Fajardo sin que el dispositivo de policía 
dirigido a la zona pudiera hacer nada. El desinterés político unido al desconoci-
miento del enemigo y la ineficacia de la respuesta dieron un importante balón de 
oxígeno a Sendero, que rápidamente se extendería por el corredor sur-andino pe-
ruano, igualmente, gracias al amplio dispositivo de obtención de recursos, princi-
palmente, provenientes del robo y la extorsión.  
 

Figura 2. Evolución territorial de Sendero Luminoso, 1981-1990 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
                      Fuente: Commons (s.f.). 
 

Durante estos dos años y medio el PCP-SL acumuló poder, expulsó a la institu-
cionalidad local e impartió justicia draconiana a través de una violencia que busca-
ba poner fin a los males endémicos de la sociedad peruana: abuso de las autorida-
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des, corrupción local, violencia familiar, adulterio o alcoholismo, entre muchos 
otros. Sendero no dialogaba, Sendero imponía un modo de vida y una conciencia 
revolucionaria a sangre y fuego que, si bien inicialmente le permitió disponer de 
manera rápida de miles de correligionarios, más pronto que tarde iba a experimen-
tar el descrédito y la desafección de miles de campesinos que no encontraban en la 
retórica senderista la verdadera realidad que abrazaba su cotidianeidad (Degregori, 
2011; Ríos y Sánchez, 2018).  

A pesar de lo expuesto, la búsqueda de la centralidad del poder político a la que 
aspiraba Sendero Luminoso se mantuvo entre 1983 y 1985, si bien son años en los 
que cambia la respuesta del Estado, de manera que son las Fuerzas Armadas y no la 
Policía la que se encargará de combatir contra el enemigo senderista. De esta for-
ma, el estado de excepción se generaliza y el Gobierno vuelca sus esfuerzos en 
disputar a Sendero el nuevo poder por el cual el grupo armado había suplantado por 
completo la institucionalidad del Estado en el nivel local. Es decir, lo que sucede 
con las FARC-EP y el Gobierno colombiano casi dos décadas después de la decla-
ración de intenciones de 1982, en Perú se había acelerado de manera vertiginosa y 
era una realidad en apenas tres años. 

De hecho, entre 1983 y 1985 se producen masacres y matanzas perpetradas por 
uno y otro bando en la contienda, concentrándose un pico de violencia que se tra-
duce en más de 6.000 desapariciones del lado de Sendero Luminoso y otras tantas 
de parte de la Fuerza Pública (Ríos y Sánchez, 2018). Sea como fuere, se trata to-
davía de una violencia mayormente centrada en el enclave en disputa de Ayacucho, 
sobre la base de poblaciones campesinas, pobres y quechua-hablantes. Tal y como 
reconoce la CVR (2003), solo en 1984 se produjo el 19% del total de muertes y 
desapariciones que acontecieron en todo el conflicto armado peruano15. Aquí será 
cuando se escriben algunas de las páginas más oscuras de la violencia en Perú, tal y 
como fueron las masacres a cuenta del Estado en Socos (noviembre de 1983), Pu-
cayacu (agosto de 1984), Putis (diciembre de 1984) y Accomarca (agosto de 1985) 
(Ríos y García de las Heras, 2019); o bajo responsabilidad de Sendero Luminoso, 
como sucedió en Lucanamarca o Huancasancos, en abril de 1983. 

Desde 1985, el conflicto entra nuevamente en una etapa de diseminación de la 
violencia en donde Sendero vuelve a la carga con secuestros, torturas y asesinatos 
selectivos que, especialmente, se intensificarían en la segunda mitad de la década 
de los ochenta. De igual manera, el conflicto armado se escalaba de parte de la 
Fuerza Pública, aumentando notablemente el número de muertes producidas por 
ellos, y también las ejecuciones arbitrarias y los casos de tortura (Ríos y García de 
las Heras, 2019). Bajo el gobierno del aprismo, con Alan García a la cabeza, la 
violencia política se extendía por la geografía peruana, más allá de Ayacucho, afec-
tando decididamente a las provincias de Puno, Junín y el Valle del Alto Huallaga -
este último enclave, de marcada impronta cocalera16. 

Este proceso de desdoblamiento de frentes de lucha armada se inscribe en la es-
trategia senderista de desarrollo de la guerra de guerrillas y conquista de bases de 
apoyo, aunque empezaba a concitar disputas frontales en enclaves rurales con ase-
_____________ 
 
15  Un conflicto que, según las cifras oficiales, deja más de 69.000 muertes y 30.000 desapariciones forzadas 

(CVR, 2003). 
16  Conviene enfatizar que, a diferencia con las FARC-EP, el PCP-SL siempre interpretó que su participación en 

el negocio cocalero era circunstancial y justificada por la lucha contra el Estado. 
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sinatos selectivos y acciones propagandísticas en las grandes ciudades. Así, hacia 
1989, después de la celebración del primer congreso del PCP-SL, y sobre la base 
de un pie de fuerza de más de 10.000 efectivos y una presencia en la periferia li-
meña cada vez más notoria —véase San Juan de Lurigancho—, Abimael Guzmán 
consideraba que la guerra en Perú había llegado a un equilibrio estratégico, de ma-
nera que solo quedaba dar un salto hacia delante. 

Es decir, a partir de 1988, y especialmente, 1989, Sendero Luminoso lleva la 
violencia a Lima —en donde se contabilizan hasta tres acciones diarias— al enten-
der que la lucha armada debe desencadenarse en la capital (Wills, 2003). Una capi-
tal que encontraría en el atentado de la calle Tarata, localizada en el reconocido 
barrio de Miraflores, un giro drástico en la posición de Lima con respecto a un 
conflicto al cual, durante años, la elite limeña le había dado la espalda. Ese día, el 
16 de julio de 1992, un coche bomba estallaría pasados unos minutos de las 9 pm, 
dejando consigo 25 muertos y más de 200 heridos. 
 

Gráfico 1. Número de muertes y responsables en el conflicto armado peruano, 
1980-2000 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Fuente: Ríos y Sánchez (2018, p.91). 
 
 
5. Decadencia y retorno a la periferia 
 
En ambos casos el retorno a la periferia se produce como resultado de una derrota 
estratégica, en tanto que se frustran las aspiraciones iniciales, si bien, además, en el 
caso del PCP-SL concurre una derrota militar. El retorno a la periferia vuelve a 
traer a colación, de un lado, la importancia de la inaccesibilidad, esto es, de escena-
rios de difícil acceso y notable distancia con los centros decisorios políticos del 
país, y por otro lado, la maldición de los recursos, a partir de lo cual los grupos 
insurgentes de Colombia y Perú experimentan un proceso de desideologización, en 
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donde la extorsión, pero sobre todo la proximidad al negocio cocalero se torna 
como el rédito económico que sostiene la supervivencia de la “lucha armada”. 

La centralidad, en realidad, debe relativizarse, pues cuando acontece, tanto en 
Perú como en Colombia, coincide en el tiempo con el inicio de un auge y moderni-
zación en la capacidad de respuesta policial y militar, fruto de un proceso paulatino 
de avance en la eficacia de la lucha contrainsurgente y el recurso de la inteligencia 
(Ríos y Zapata, 2019). El debilitamiento de las estructuras de las FARC-EP y del 
PCP-SL se agrava en el momento en el que las cúpulas de su comandancia empie-
zan a sentir, como nunca, el resultado de este proceso de avance en la respuesta del 
Estado. Así, basta con observar el impacto que en las FARC-EP genera la baja de 
importantes comandantes como “Raúl Reyes”, “Mono Jojoy” o “Alfonso Cano”, 
muy similar al que supuso la captura del líder senderista, Abimael Guzmán, en 
septiembre de 1992.  

De otra parte, no se puede pasar por alto ni la escasa legitimidad de las bases de 
apoyo de estos grupos armados, especialmente en contextos rurales, ni el debilita-
miento que generan, en la estructura armada, las respuestas a modo de autodefensa, 
organizadas en torno a las Autodefensas Unidas de Colombia y otros grupos para-
militares (Ronderos, 2014; Ríos, 2017b) y los Comités de Autodefensa en el caso 
de Perú (CVR, 2003; Degregori, 2011). Igualmente, el repliegue y debilitamiento 
de Sendero Luminoso y las FARC-EP vendrán igualmente impulsados por dos 
políticas de “mano dura”, centradas fundamentalmente en la superación de la vio-
lencia a través de la derrota del enemigo insurgente, tal y como son las de Alberto 
Fujimori (1990-2000) y Álvaro Uribe (2002-2010). 

La llegada de Álvaro Uribe a la presidencia colombiana en agosto de 2002 im-
pulsa la que se conocerá como Política de Seguridad Democrática (PSD), la cual, 
durante ocho años, se alimentará de más de 8.000 millones de dólares de inversión 
directa en seguridad y defensa, y a los que se suman otros 8.000 millones, hasta 
2012, de cooperación militar proveniente exclusivamente de Estados Unidos (Ote-
ro, 2010; Ríos y Zapata, 2019). Lo anterior, fruto de un incremento de casi el 40% 
del pie de fuerza pública, que entre Policía y Ejército pasa de los 313.000 efectivos 
a 478.000 integrantes, y de la inversión de más de un 4% del PIB anual a cuestio-
nes estrictamente de seguridad y defensa (MINDEFENSA, 2011). También, se 
fortalece la capacidad de combate aérea y nocturna, y Colombia se convierte en la 
segunda fuerza militar per cápita más numerosa del continente. Además, se ponen 
en marcha iniciativas de mayor intercambio y cooperación entre los diferentes 
cuerpos militares y se desarrolla muy notablemente la inteligencia y la estrategia 
contrainsurgente en el seno del Ejército colombiano (Medellín y Rangel, 2010; 
Ríos, 2017a). 

El resultado no se hace esperar y a los dos años de PSD, en torno a finales de 
2004, las FARC-EP prácticamente han desaparecido de todo el centro del país, esto 
es, de los departamentos de Cundinamarca, norte de Meta, Boyacá, Caldas, Risa-
ralda y Quindío, y de casi toda la costa Atlántico, con la excepción del sur de Bolí-
var y parte de La Guajira. El proceso de hostigamiento contra la guerrilla colom-
biana tras ocho años de PSD termina siendo notorio, hasta el punto de que su 
presencia territorial y de efectivos se reduce a la mitad, lo que equivale a 8.500 
combatientes y una presencia en poco más de 120 municipios de los 1.120 que 
conforman el país (Ríos, 2017b). Todo lo anterior, sin dejar de lado el factor coad-
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yuvante que jugaría la dudosa alianza entre Fuerza Pública colombiana y estructu-
ras paramilitares, al menos, hasta el año 2006. 

Este curso de paulatino debilitamiento, ya sin retorno, ha sido abordado por tra-
bajos como los de Echandía (2013) o Salas (2015). A tal efecto, por ejemplo, Ríos 
(2016a; 2016b) apunta específicamente a un doble proceso de periferialización y 
narcotización. Periferialización, en la medida en que las FARC-EP pierden la cen-
tralidad en detrimento de un retorno a sus tradicionales bastiones fronterizos, sobre 
todo, del nororiente y del suroccidente. Es más, de las 724 acciones guerrilleras que 
se apuntaba que habían sido contabilizadas en 2010, dos terceras partes tuvieron 
lugar exclusivamente en departamentos de frontera. Del mismo modo, acontece un 
refugio de la guerrilla hacia escenarios de marcada impronta cocalera, lo cual co-
nectaría con la desideologización insurgente que, igualmente, en algún momento 
fue apuntada previamente. Dicho esto, si en 2002 apenas el 20% de la presencia 
territorial de las FARC-EP era cocalera, esa proporción se incrementa en un 250% 
ocho años después.  

 
Figura 3. Proceso de periferialización de las FARC-EP 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Fuente: ODHDIH (s.f.). 
 

En lo que respecta a Alberto Fujimori, éste llega a la presidencia en 1990, confi-
riendo continuidad a la política de inteligencia y contrainsurgencia que había ini-
ciado, a finales de los ochenta, su predecesor, el aprista Alan García. No obstante, 
se flexibiliza mucho el marco jurídico en el que se inscribe el conflicto armado y se 
permite a las Fuerzas Militares que dispongan de mayor autonomía y discrecionali-
dad, especialmente, gracias al Decreto 171 de 1990. Una controvertida norma por 
la cual se protegían bajo fuero militar las acciones comprendidas en zonas de com-
bate y recuperación.  
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A lo planteado se unía la optimización de recursos en materia de inteligencia y 
lucha contrainsurgente, que permite que entre 1990 y 1991 se suceda la detención 
del 80% de los responsables senderistas de la propaganda en Lima y que el Grupo 
Especial de Inteligencia y la DIRCOTE desmantelen la mayor parte de las estructu-
ras urbanas del SL. Ello, en buena medida, porque en los viejos enclaves del corre-
dor andino, Sendero había sido fuertemente golpeado en su estructura de base por 
la alianza alimentada por Ejército, Marina y comités campesinos de autodefensa 
(Jiménez, 2000). 

El 12 de septiembre de 1992 en el barrio limeño de Surco es detenido Abimael 
Guzmán junto a otros destacados nombres de la comandancia senderista, como su 
mujer y número dos de la estructura, Elena Iparraguirre, y Laura Zambrano o Ma-
ría Pantoja, pertenecientes a la dirigencia del PCP-SL. Ese golpe, asestado a la 
cabeza de la estructura armada, convierte a Sendero Luminoso en un grupo acéfalo, 
incapaz de reacomodarse, en tanto y en cuanto, y a diferencia de las FARC-EP, el 
liderazgo de la organización siempre había quedado reducido a una suerte de culti-
vo mesiánico en torno a la figura del conocido vulgarmente como “Camarada Gon-
zalo”. 
 

Figura 4. Área actual de influencia del post-senderismo 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
                                      Fuente: Díaz (2015a, p.128). 
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De este modo, la intensificación y la casi derrota que experimenta Sendero ha-
cia mediados de los 1990 le lleva a reubicarse territorialmente en dos escenarios 
periféricos, de vieja presencia, y en donde el cultivo cocalero y el apoyo de las 
bases campesinas, unido a una difícil accesibilidad para las Fuerzas Militar, ofrece 
la única válvula de escape para un grupo que en la actualidad no supera el medio 
millar de integrantes y que difícilmente puede ser asociado a las siglas del Sendero 
de los años 1990. Se trata de los enclaves del Valle del Alto Huallaga (VAH) y el 
Valle de los Ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM), que a su vez han sido los 
dos principales escenarios cocaleros de Perú durante mucho tiempo (UNODC, 
2012). 

Y es que, en realidad, el proceso de decadencia del PCP-SL es casi inmediato. 
Su número de acciones contra la Fuerza Pública pasa de los 338 casos de 1989 a 
los 130 en 1993. Del mismo modo, experimenta un intenso proceso de merma en el 
número de efectivos, siendo dados de baja más de 5.000 entre 1989 y 1992, lo cual 
contrasta con los 919 contabilizados entre 1993 y 1996 (Lynch, 1999: 164). Incluso 
si bien la detención de “Feliciano” en 1999, que era el último hombre de la direc-
ción del PCP-SL, ya implica para la mayoría de los expertos el fin de la organiza-
ción. La caída de su último dirigente, “Artemio”, en 2012, difícilmente permite 
entender que el grupúsculo que aún hoy enarbola la bandera del maoísmo y de la 
lucha armada en Perú sea entendida como continuación alguna de Sendero Lumi-
noso.  

Lo que quedaría de este grupo serían algo más de 300 integrantes que se centran 
en el VRAEM y que son comandados por la familia Quispe Palomino. Un clan 
mermado en los últimos años, que se erige defensor a ultranza de la necesidad de 
proseguir con la lucha armada en lo retórico, aunque en lo práctico colaboran con 
pequeños cárteles y cultivadores de coca desde una posición y una capacidad de 
combate que, en el mejor de los casos, apenas ha permitido contabilizar en el año 
2015 un total de 13 acciones armadas (Díaz, 2015b). En la actualidad se autode-
nomina como Militarizado Partido Comunista del Perú (MPCP) y no reconoce a la 
figura de Abimael Guzmán. 

Conclusiones 

Llegados a este punto, es posible observar de qué modo los procesos de aparición, 
evolución, auge y decadencia experimentados por las dos guerrillas andinas más 
poderosas del siglo XX es profundamente similar. En ambas, la distancia a los 
centros decisorios del país y la profunda violencia estructural alimentó la opción de 
la lucha armada, de acuerdo con los numerosos enfoques y aportaciones teóricas 
que se presentaron en la revisión bibliográfica con la que iniciaba este trabajo. 

De otro lado, la acumulación de fuerzas, la diversificación de fuentes de finan-
ciación, unido a la capacidad movilizadora y la debilidad institucional del Estado 
ofrecen una ventana de oportunidad política que en ambos casos es evidente. No 
obstante, la dimensión militar del Estado, impulsada sobre todo bajo las presiden-
cias de Álvaro Uribe y Alberto Fujimori trunca las expectativas y el sueño de la 
revolución social que pregonaban desde idearios diferentes las FARC-EP y PCP-
SL. 
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En cualquier caso, ambos grupos armados fueron expulsados nuevamente hacia 
las periferias que los originaron, haciendo que los conceptos de inaccesibilidad, 
pero también de recursos y fuentes de financiación ilícita, ofrezcan una explicación 
a la supervivencia experimentada tras el paso de las décadas. Esto, en tanto que la 
condición periférica, mayormente fronteriza, cocalera, y alejada de los centros in-
fluyentes del país ofrece ventajas competitivas tanto en la acumulación de recursos 
como en la respuesta frente a los operativos militares que son dirigidos desde el 
Estado. 

Sea como fuere, en el caso del PCP-SL sí que es posible encontrar que su actual 
condición, a la vez que periférica, resulta notablemente marginal, en la medida en 
que su capacidad organizativa y de respuesta es muy reducida. Sus apenas 300 
integrantes, cada vez más debilitados por la acción del Estado, pero también por la 
rivalidad de otros grupúsculos que se disputan la presencia y control cocalero en el 
VRAEM, dan buena cuenta de una situación precaria. El resto de Sendero Lumino-
so fue o bien eliminado, o bien desarmado y en buena parte juzgado a más de vein-
te años de cárcel, con la excepción de sus dirigentes, condenados a cadena perpe-
tua. Esto implica una derrota estratégica que en buena medida es igualmente una 
derrota militar, y que desemboca, por ello, en un discurso político que hoy en día 
genera el rechazo de la totalidad del arco político partidista y también del espacio 
mediático peruano. 

Realidad diferente experimentaron las FARC-EP, tal vez porque la búsqueda de 
la centralidad, a diferencia de lo sucedido con Sendero, no se hizo a costa de sacri-
ficar la retaguardia periférica, de manera que el retorno a la condición fronteriza ni 
mucho menos resultó tan traumático como el de su vecino peruano. Tampoco la 
estructura quedó desarticulada como en el caso del grupo armado peruano, de mo-
do que la derrota estratégica no se tradujo, per se, en derrota militar. Las FARC-
EP, en su peor momento de 2010, aún eran 8.500 efectivos, y en las elites de la 
guerrilla como en las del Gobierno, con la llegada de Juan Manuel Santos en 2010, 
se compartía el halo de la esperanza de negociar un proceso de intercambios coope-
rativos con miras a superar la violencia política, de una forma que, en Perú, por la 
simple detención de su cúpula dirigente, resultaba inviable. 

El resultado, nada baladí, ha permitido desmovilizar a más de 7.000 exintegran-
tes de las FARC-EP y abrir un espacio de participación y cambio político en Co-
lombia, cuyo éxito dependerá, en buena medida, del nivel de compromiso y respal-
do que otorgue el nuevo presidente uribista, Iván Duque. 
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